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Señores : 

En todo pueblo rejido por el sistema federal, es de 
todo punto indispensable^ para proceder al estudio de la 
Constitución que lo rije, establecer previamente el orí- 
jen de su federación, que es la llave de su jurispruden- 
cia, como dice el Dr. Alberdi. 

La federación, como la unidad, se presta á gradaciones 
muy variadas. 

Rossi establece que, toda federación es un estado in- 
termediario entre la independencia absoluta y recíproca 
de varias individualidades políticas y su completa fusión 
en una sola y única soberanía. 

Entre estos dos estremos puede decirse que caben 
todas las formas de gobierno, que bajo el nombre 
de federación, han sido ensayadas en el mundo, desde 
la confederación de las ciudades de la Beocia, de la 
Acaya, de la Laconia, de la Etolia, conocida con el nom- 
bre de la liga Aquéa, que ha servido después de modelo 
á otras confederaciones, hasta los sistemas modernos 
mas adelantados. 
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Los antecedentes históricos y políticos y las condicio- 
nes peculiares de cada pueblo, dan la medida de la mayor 
ó menor estrechez del vínculo federal. 

La Constitución no puede entenderse ; los conflictos 
que á cada paso surjen entre los diferentes y numerosos 
poderes que ella ha creado, no pueden resolverse^ si 
estos antecedentes no son estudiados y conocidos. 

El desconocimiento de estos principios ha sido fuente 
de grandes desastres para muchos pueblos. 

Los Estados Unidos, cuya Constitución nos ha servido 
de modelo, arranca su federación de antecedentes dia- 
metralmente opuestos á los de la Federación Arjentina. 

Los Estados Unidos, crearon su federación^ mar- 
chando de la diversidad á la unidad. 

Sus colonias eran absolutamente independientes entre 
si, sin mas vínculos que su sujeción á la corona de In- 
glaterra. 

Si algunas veces se unieron antes de sacudir el yugo 
de la madre patria, estas uniones fueron efímeras y du- 
raron lo que el motivo ó las circunstancias que las crea- 
ron, hasta que la necesidad de aunar sus esfuerzos contra 
el enemigo común, las hizo formar el Congreso que en 
1776 iroclamó la Lidependencia y que posteriormente 
dio por resultado la Constitución de 1787. 

Así, en los Estados Unidos la federación se formó por 
concesiones de los Estados al todo— El Poder Central 
fué una derivación de las soberanías locales. 

Entre nosotros no han pasado así las cosas — Las Pro- 
vincias de que se compone le República, no han sido an- 
tes de la emancipación colonias independientes entre sí. 
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Formaban parte de un todo, de una Colonia, do un cuorj) ) 
político, rejido por un s<)lo gobierno. 

El Vireinato de Buenos Aires era un solo Estado que 
tenia un gobierno común y unitario, dividido en Provin- 
cias, únicamente en vista de su mas fácil administración. 

La revolución de 1810 no alteró este orden estable- 
cido — Proclamó al contrario, como uno de sus propó- 
sitos, que niantendria la unidad del Estado. Todos los 
poderes surjidos en la larga lucha que sobrevino á la 
emancipación, reconocieron siempre la existencia de la 
Narion, así como las Constituciones que en diferentes 
épocas se dictaron. 

El Congreso Constituyente de 1824 se declaró repre- 
sentante de la soberanía nacional, y nuestros padres pro- 
clamaron en el memorable Congreso de 1816, la libertad 
é independencia de esta misma Nación, de que habla la 
Constitución que nos rije. 

Si las Provincias han permanecido durante algún 
tiempo separadas, si en algunas épocas ha faltado un 
Gobierno Central y Común, esto no quiere decir que 
hubieran recobrado una soberania que nunca tuvieron, 
y renunciado á establecer ese Gobierno. 

La Constitución vijente, en efecto, al invocar en su 
preámbulo, pactos preexistentes, se refiere precisamente 
á pactos celebrados entre Provincias en esos tiempos, 
con el objeto de reorganizar el Gobierno que siempre 
habia existido, y no hay uno solo de esos pactos que no 
reconozca la existencia de la Nación. 

El pacto del Litoral de 1832, que tuvo presentes las 
declaraciones de los celebrados s^nteriormente, se esti- 



Digitized by 



Google 



— 12 - 

pulo en nombre de los intereses y de acuerdo con la 
opinión de la mayor pai^te de los pueblos de la 
República. 

Vemos pues que ol Estado político, la Nación, ha 
existido siempre y preexistido á todas y cada una de las 
Provincias. 

Nuestra federación no ha podido formarse como la de 
los Estados Unidos por concesiones de los Estados al 
todo. 

Aquí ha habido concesiones del todo á las Provin- 
cias. Aquí las soberanías locales son emanación de la 
soberania nacional. 

Un examen poco atento de la Constitución, podria 
sin embargo inducirnos á considerar como erróneos es- 
tos principios. 

En efecto, el artículo 104 dice: Las Provincias con- 
servarán todo el poder no delegado por esta Constitu- 
ción al Gobierno Federal y el que espresame7ite se 
hayan reservado por pactos especiales. 

Este artículo parece presuponer un orden de cosas 
completamente diverso al que hemos tratado de esta- 
blecer, dando á las Provincias una existencia anterior 
á la de la Nación. 

No es asi, sin embargo. La primera parte del ar- 
ticulo no importa decir que las Provincias conserven 
todo el poder que no han delegado en la Nación, sino 
aquel que la Constitución no ha atribuido al Gobierno 
Federal. 

No han sido delegados de estados, con soberanía pro- 
pia, que venían á discutir las bases de una federación, 
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los que dictaron esta Constitución, sino representantes 
del pueblo de la Nación, que obraban á su nombre y en 
su representación . 

La segunda parte del artículo, que se refiere al poder 
que espresamerUe se hayan reservado por pactos 
especiales al tiempo de su incorporación se estableció 
á consecuencia del pacto de Noviembre de 1839, cele- 
brado entre Buenos Aires y la Nación. 

Efectivamente, en la Constitución del 53 no se en- 
contraba semejante cláusula. El artículo correlativo 
decia: «Las Provincias conservan todo el poder no 
ce delegado por esta Constitución al Gobierno Federal ». 

La Provincia de Buenos Aires ejerciendo el derecho 
que todo pueblo tiene de velar por su propia conserva- 
ción, exijía la reforma de ciertas prescripciones de la 
Constitución, que la perjudicaban notablemente, antes 
de ponerse bajo su imperio. Celebró al efecto un pacto 
con el Gobierno de la Nación ; y los Constituyentes mas 
tarde, haciendo acto de equidad y de justicia, alteraron 
la Constitución, de acuerdo con estas exijencias, pero 
empleando términos generales, que comprendieran á 
las otras Provincias, y debe decirse, que si bien enton- 
ces ese pacto creaba un privilejio ó una ventaja á favor 
de la Provincia de Buenos Aires, esa ventaja se hizo 
después estensiva ú, las otras Provincias. Hoy no hay 
Provincias privilejiadas — todas tienen iguales derechos 
acordados por la Constitución de la Nación, y todas 
ellas viven de la misma manera, bajo su amparo. 

Pero esto no quiere decir que este pacto fuera un 
pacto de Union Nacional. Pactos para constituir la 
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Nación no han existido jamás. No se citará un solo 
pacto celebrado entre las Provincias Arjentinas, ejer- 
ciendo una soberania plena, que no han tenido nunca, 
para constituir la Nacionalidad Arjentina. 

Buenos Aires no necesitaba del pacto de Noviembre 
para entrar á formar parte de la Nación, á la que no 
habia dejado de pertenecer. Y si fuera cierta la preexis- 
tencia de las Provincias á la Nación, el pacto hubiera 
sido celebrado con las otras y no con la Nación. 

Creo haber demostrado que nuestra federación, tiene 
otro punto de partida que la de los Estados Unidos y que 
por consiguiente, no pueden aplicarse las mismas reglas 
de interpretación para la resolución de los conflictos 
entre el Poder Central y los Poderes locales. Aquí de- 
bemos buscarla, no en la soberanía orijinaria de los 
Estados que no han existido, sino en la nacionalidad. 
El poder de las Provincias principia donde concluye el 
poder de la Nación. 

Con estos antecedentes entro á la cuestión que rae 
propongo dilucidar 
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La Constitución ha debido proporcionar los medios 
de que el Gobierno por ella establecido, pudiera satis- 
facer los fines de su institución. Ha debido darle la 
renta necesaria, el dinero indispensable para atender á 
los gastos que son esenciales para su existencia. 

A este fin el artículo 4® de la Constitución prescribe 
que : « El Gobierno Federal provee á los gastos de la 
Nación con los fondos del Tesoro Nacional^ formado del 
producto de derechos de importación y exportación, 
del de la venta ó locación de tierras de propiedad nacio- 
nal; de la renta de Correos, de las demás contribuciones 
que equitativa y proporcionalmente á la población im- 
ponga el Congreso General, y de los empréstitos y opera- 
ciones de crédito que decrete el mismo Congreso para 
urjencias de la Nación ó para empresas de utihdad 
nacional 9. 

Los Constituyentes, al enumera? estos recursos con 
que ha de formarse el Tesoro Nacional^ no hicieron otra 
cosa que confirmar la unidad rentística que siempre 
habia existido en la Nación. Estas rentas tuvieron el 
mismo destino^ bajo todos los sistemas de Gobierno; 
fueron en todo tiempo consideradas nacionales — Sin 
embargo, es necesario tener presente que la Constitu- 
ción al reconocer gobiernos y soberanías provinciales, 
tenia que aceptar la necesidad de un Tesoro que aten- 
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diese al sostenimiento de esos gobiernos. Tenia que 
admitir la posibilidad de contribuciones y recursos pro- 
vinciales. 

De ahí viene que aun cuando el artículo 4^ confirmara 
esa unidad rentística anterior, no podia confirmarla en 
todo su vigor, porque si bien es cierto que el Gobierno 
Nacional tiene poder esclusivo sobre ciertas contribucio- 
nes^ hay otras en que este poder tiene que dividirlo con 
los Gobiernos locales, soberanos en todo su poder, no 
delegado al Gobierno Federal. 

Así pues el Tesoro Nacional se forma : 1® De los re- 
cursos que le han sido delegados de un modo absoluto y 
sin reserva — y son los derechos de importación y ex- 
portación, la renta de correos, derechos de tonelaje, de 
acuñar moneda (artículos 9, 10, H y 108.) 

2® De los que no le han sido delegados en el todo y 
en los que la facultad de las Provincias para disponer de 
ellos, es concurrente con la de la Nación, tales son: 
las contribuciones directas é indirectas, la venta y loca- 
ción de tierras públicas y el crédito (artículos 4 y 108. \ 

Hay otros recursos provinciales que no han sido dele- 
gados de ninguna manera al Gobierno Federal y que 
en consecuencia corresponden esclusivamente á las Pro- 
vincias, tales son: los tesoros, los bienes mostrencos, los 
bienes de intestados, los bienes y recursos municipales, 
las donaciones especiales recibidas, el producto de las 
multas por contravensiones de estatutos locales, el pro- 
ducto de rentas imponibles sobre la esplotacion de ri- 
quezas espontáneas del suelo, etc. etc. 
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El poder de establecer aduanas corresponde por su 
naturaleza al Gobierno Federal y este principio fué 
consagrado en toda su estension por la Constitución, como 
no podia menos de serlo. 

En todo el territorio de la Nación no habrá mas 
Aduanas que las Nacionales, en las cuales rejirán las 
tarifas que sancione el Congreso — (artículo 9.) 

En el interior de la República es libre de derechos la 
circulación de los efectos de producción ó fabricación 
nacional, así como la de los géneros y mercancías de 
todas clases, despachadas en las Aduanas exteriores^ 
(artículo 10.) 

No hay pues mas Aduanas que las nacionales y estas 
deben ser exteriores. La Constitución no podia recono- 
cer aduanas provinciales ni aduanas interiores nacio- 
nales. 

Las Aduanas deben estar colocadas en las fronteras 
de la República^ allí por donde entra ó por donde sale el 
estranjero. 

El producto de estas Aduanas, los derechos de impor- 
tación y exportación, son pues por su esencia nacio- 
nales. 

La renta de Correos es también por su naturaleza 
esencialmente nacional. 
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La contribución que sirve de oríjen á esta renta es 
soportada por igual por todos los puntos del terri- 
torio. 

Al Gobierno Federal corresponde el deber de habili- 
tar los puertos marítimos y terrestres, para la mayor 
facilidad del comercio y para la mejor garantía de la 
renta, puesto que la Constitución le atribuye el poder 
esclusivo de legislar sobre las aduanas. Le corresponde 
en consecuencia el derecho de establecer en estos puer- 
tos, los derechos de tonelaje, anclaje, etc., del cual no 
pueden participar los Gobiernos de Provincia. 

La Constitución ha querido que no haya sino una sola 
moneda nacional-, considerando esta facultad de sellar 
moneda, como soberana y suprema y atribuyéndola con- 
siguientemente, en absoluto, al Gobierno Federal. 

De todo esto resulta que no puede haber dificultad 
entre las Provincias y la Nación, cuando se trate de los 
recursos que han sido delegados esclusivamente al Go- 
bierno General: 1" porque la Constítucion los enumera 
espresamente y 2° porque son por su esencia nacionales, 
porque no podrian ser provinciales sin perjuicio de la 
unidad nacional. 

La Constitución ha querido ademas que estas contri- 
buciones reservadas esclusivamente á formar el Tesoro 
Nacional, fueran no solo, las que estuvieran de acuerdo 
completamente con el sistema de Gobierno que adoptaba, 
sino que consultaran la seguridad y facilidad en su per*- 
cepcion. Así vemos que todas las contribuciones enu- 
meradas espresamente en el artículo 4^ son aquellas á las 
que se les dá el nombre de indirectas, porque no s© 
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exijen directamente al contribuyente — y con ellas consti- 
tuye su fuente ordinaria de rentas. 

En efecto, la Constitución solo admite las contribu- 
ciones dii'ectas como un recurso extraordinario, puesto 
que el inciso 2® del artículo 67 dice: Imponer contribu- 
ciones directas por tiempo determinado, y proporcio- 
nalmente iguales en todo el territorio déla Nación, 
siempre que la defensa, seguridad común y bien general 
del Estado lo exijan. 

Y en esto la Constitución ha obrado previsoramente. 
Son las Provincias las que están en mejor aptitud de 
hacer uso de las contribuciones directas, por el contacto 
mas inmediato en que se encuentran con los contribu- 
yentes, y el conocimiento mas perfecto que naturalmen- 
te deben tener de los recursos con que cuentan. 
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El Gobierno Federal, se encuentra pues atendido en 
todas sus exijencias. En el ejercicio normal de las fa- 
cultades que le son atribuidas, encuentra los medios de 
proveer á sus necesidades, con los recursos ordinarios 
que se le destinan. 

En las circunstancias anormales, cuando la defensa 
del territorio, la seguridad común y bien estar general lo 
exijan, puede. estender su esfera de acción en materia de 
reciu'sos, hasta donde sea solicitado por estas necesida- 
des y hasta donde se lo permitan las condiciones en que 
el país se encuentre. 

Queda, pues, un vasto campo de imposición á los Go- 
biernos de Provincia para atender á sus gastos públicos. 

Su tesoro se compone de todos los recursos no delega- 
dos al Tesoro de la Nación (art. 104) y de todos aquellos 
que no le han sido delegados sino en parte y que son los 
que no están espresamente enumerados en el art. 4®. 

Respecto de estos últimos la facultad de las Provincias 
es concurrente con la déla Nación. 

No se puede desconocer que esta facultad conciu'rente, 
esta atribución coordinada, tiene que ser oríjen de con- 
flictcs entre el Poder Federal y los Poderes Provinciales. 

Consecuente con las ideas manifestadas, entendemos 
que la prelacion correspondería al Gobierno Federal: 
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l?Porque la Constitución y las leyes de la Nación son la 
ley suprema y las autoridades de Provincia están obliga- 
das á conformarse á ella, y 2? porque el Gobierno Fede- 
ral no podría garantir las instituciones federales sino se 
le dieran los recursos necesarios al efecto (art. 5® y 31). 

Si esta facultad concurrente no se hubiera establecido, 
hubiera sido necesario ó restrinjir el Poder de las Pro- 
vincias en materia de contribuciones á un grado que hu- 
biera hecho imposible su vida constitucional ó subordi- 
nar los intereses de la Nación al Poder de los Estados 
particulares, limitando la facultad de imposición del Go- 
bierno General á muy determinados objetos^ producien- 
do en consecuencia el malestar en ciertos ramos particu- 
lares déla industria y del comercio y el desequilibrio mas 
completo en la distribución de las contribuciones. 

Por otra parte no hay incompatibilidad de ninguna 
clase en esta facultad concurrente de la Nación y de las 
Provincias. 

Hamiltonenel Federalista y tratando esta misma cues- 
tión, manifiesta que : « respecto á la suposición de re- 
» pugnancia entre la facultad relativa á las contribucio- 
» nes en los estados y en la unión, no puede apoyarse 
» en aquel sentido que se requiriria para producir la 
» esclusion de los estados. Seria de cierto posible que 
» un estado estableciera contribuciones sobre un articulo 
» especial, que hiciese impropio el establecimiento de 
» una contribución ulterior por la unión, sobre el mis- 
y> mo artículo, pero eso no implicaría incapacidad cons- 
» titucional para imponer una contribución ulterior ». 

» La cantidad de la imposición, la utiHdad ó inutihdad 



Digitized by 



Google 



» de aumento de uno ú otro lado serian mútuanjente 
» cuestiones de prudencia, pero no envolverían ninguna 
» contradicción directa de facultades. El ejercicio par- 
» ticular del sistema de hacienda nacional y local podría 
» algunas veces no coincidir exactamente y necesitar 
» tolerancia recíproca. No es sin embargo lameraposi- 
» bilidad de inconveniencia en el ejercicio de atríbucio* 
» nes, sino la inmediata repugnancia constitucional, lo 
» que por implicancia puede enajenar y estinguir el de- 
» recho preexistente de soberanía. 

» La necesidad en ciertos casos de una jurisdicción 
» concurrente resulta de la división del poder soberano 
» y la regla de que todas las atribuciones de que los es- 
» tados esplícitamente no se despojan en favor de la 
» unión, subsiste en ellos en todo vigor^ no es tan solo 
» la consecuencia teórica de esa división, sino que está 
» claramente admitida por el tenor del proyecto que 
7> contiene los artículos de la Constitución propuesta. 
» Alli encontramos que á pesar de las concesiones 
y> afirmativas de atribuciones generales, ha habido 
» el cuidado mas esmerado en aquellos casos en que se 
» ha considerado inconveniente que iguales atribucio- 
7> nes residan en los estados para insertar cláusulas ne- 
» gativas prohibiendo su ejercicio por ellos. La décima 
» sección del primer artículo se forma completamente de 
» disposiciones semejantes — Esta circunstancia es una 
y> indicación clara de la intención de la convención y 
j> proporciona una reglado interpretación del conjunto 
» del proyecto, que justifica la consideración que he 
D avanzado y refuta toda hipótesis en contrario », 
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Es necesario ademas tener en cuenta que los conflictos 
que puedan suscitarse á consecuencia de esta facultad, 
tienen que ir desapareciendo con la práctica de las insti- 
tuciones porque , como lo dice el mismo Hamilton, 
« poco á poco las necesidades de los estados disminui- 
» rán y por otra parte el Gobierno General hallará con- 
» veniente abstenerse en un todo de aquellos objetos á 
» que los estados particulares estén dispuestos á acudir» . 

Y esto es lo que sucede finalmente — Las Provincias 
se han reservado casi esclusivamente las contribuciones 
directas, sin que la Nación haya hecho nunca uso de 
este derecho — Apenas si en la ley de sellos nacional, se 
encuentra consignada de una manera tímida, una pe- 
queña patente paralas casas que ejerzan el comercio de 
importación ó esportacion de mercaderías, haciendas, 
frutos ó productos de cualquiera clase que sean, así co- 
mo para los muelles. 

Las Provincias han ejercitado así mismo el derecho 
que tienen de celebrar empréstitos y de verificar todas 
las operaciones de crédito que han juzgado necesarias, 
emitiendo fondos públicos, etc. etc. Han establecido así 
mismo muchas otras contribuciones^ haciendo uso de 
la facultad conferida por el art. 4®, cuando establece en 
términos genéricos que el Tesoro Nacional se forma tam- 
bién con el producto de las contribuciones que equir 
tativa y proporcionalmente á la población imponga 
el Congreso General, lo que importa reconocer facultad 
concurrente en las Provincias (art. 104). Pueden citarse 
como ejemplos, las leyes de papel sellado^ tramitaciones 
onerosas en los procedimientos judiciales y el impuesto 



Digitized by 



Google 



-.24 - 

sobre herencias ó legados entre parientes colaterales y 
entre estraños, que existe en casi todas las Provincias. 

Y á propósito de este último impuesto, que estable- 
ció la Provincia de Buenos Aires por ley de 24 de Se- 
tiembre de 1875, se ha suscitado una cuestión, sobre su 
constitucionahdad, cuya resolución pende actualmente 
de los tribunales, la que examinaré especialmente en 
atención á su importancia. 
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La Constitución Nacional ha impuesto á las Provincias 
como un elemento de su réjimen interno, la educación 
popular cuando establece por el art. 5® que es una de las 
prescripciones que debe contener una Constitución Pro- 
vincial, para que el Gobierno Federal le garanta el goce 
y ejercicio de sus instituciones. 

La Legislatura de la Provincia de Buenos Aires inspi- 
rándose en estas disposiciones y deseando organizar un 
sistema de educación que fuera conforme con la índole 
de nuestras instituciones, dictó en Setiembre de 1875 la 
ley de educación común, que entrega al pueblo la edu- 
cación del pueblo y crea rentas especiales para su sosten, 
asegurándole así una existencia completamente inde- 
pendiente. 

Por su artículo 62, establece un fondo permanente de 
escuelas y entre los recursos que designa para formarlo, 
se encuentra el siguiente, consignado en su inciso 3®: — 
« Los bienes que por falta de herederos correspondie- 
sen al fisco ; el cinco por ciento de toda sucesión en- 
tre parientes colaterales con escepcion de los herma- 
nos; el diez por ciento de toda herencia ó legado 
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entre estraOos que esceda de mil pesos fuertes y el 
cincuenta por ciento de toda institución á favor del 
alma ó de establecimientos relijiosos ». 

Este impuesto, como lo he manifestado^ ha dado lu- 
gar á una controversia, aun no resuelta, sosteniéndose 
que la Legislatura de la Provincia de Buenos Aires no ha 
tenido facultad para sancionarlo^ porque es repugnante 
á la Constitución Nacional y á las disposiciones del Có- 
digo Civil en materia de sucesiones — Se dice que ataca 
la libertad de testar consignada en el art. 20, el derecho 
de usar y disponer de la propiedad^ protejida por los ar- 
tículos 14 y 17 ; que no tiene por base la igualdad que 
prescribe el art. 16 y finalmente, que conculca los prin- 
cipios , derechos y garantias consagradas para todos 
por la Constitución^ por una ley que reglamenta su ejer- 
cicio, en abierta contradicción con lo que dispone el ar- 
tículo 28 — Que ademas siendo la Constitución y el Códi- 
go Civil, ley suprema déla Nación, las autoridades de Pro- 
vincia están obligadas á conformarse á ella, no obstante 
cualesquiera disposición en contrario que contengan las 
leyes ó constituciones provinciales (art. 31). 

Examinaré cada una de estas objeciones. 

Este impuesto no es de los enumerados de una manerft 
espresa por la Constitución — No es de aquellos que han 
sido delegados esclusivamente al Gobierno Federal, para 
formar parte del Tesoro Nacional. 

En efecto no es una contribución que pueda conside- 
rarse nacional, por su naturaleza. 

En tía por consiguiente en la segunda categoría de 
impuestos, de aquellos que han sido designados de una 
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manera genérica en el articulo 4** y que no han sido (.1- - 
legados sino en parte al Gobierno Federal. 

No puede negarse entonces que la facultad de la Pro- 
vincia para imponer, en este caso, es concurrente con la 
de la Nación. 

La Lejislatura de la Provincia en ejercicio de los 
poderes que los artículos 4 y 104 de la Carta fundamen- 
tal le confieren, ha sancionado, pues, esta contribución, 
sobre la cual no ha lejislado el Poder Federal y que aun 
cuando lo hubiera hecho, habría todavía necesidad de 
demostrar que la coexistencia de las dos contribuciones 
era imposible. 

Examinemos el artículo 20, dice : « Los estranjeros 
agozan en el territorio de la Nación, de todos los derechos 
aciviles del ciudadano: pueden ejercer su industria, co- 
«mercio y profesión; poseer bienes raices, comprados y 
«enajenarlos; navegar los rios y costas; ejercer libre- 
a mente su culto; íesicw y casarse conforme á las leyes. 
«No están obligados á admitir la ciudadanía, ni n pagar 
«contribuciones forzosas estraordinarias. Obtienen 
«nacionalización residiendo dos años continuos en la 
«Nación; per») la autoridad puede acortar este término 
«á favor del que lo solicite, alegando y probando ser- 
« vicios á la República » . 

Para comprender el alcance de este artículo^ respecto 
á la designación espresa de la libertad de testar, es ne- 
cesario tener en cuenta nuestros antecedentes históricos, 
pues de otra manera no se esplicaria, la redundancia 
que en él aparece, en presencia de los derechos consa- 
grados por el artículo 14 sin distinción de nacionales 
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y estranjeros. Esta disposición ha sido consignada en 
favor del estranjero únicamente. Dice el artículo 14: 
«Todos los habitantes de h Nación e;ozan de los siguien- 
tes derechos conforme & las leyes que reglamenten su 
ejercicio, á saber: de trabajar y ejercer toda industria 
lícita; de navegar y comerciar; de peticionar á las auto- 
ridades, de entrar, permanecer, transitar y salir del 
territorio argentino; de publicar sus ideas por la prensa 
sin censura previa ; de usar y disponer de su propiedad; 
de asociarse con fines útiles; de profesar libremente su 
culto; de enseñar y aprender » . 

Como se vé, entre los derechos enumerados por el 
articulo transcripto se encuentra el de usar y dispone?' 
de su propiedad, Pero la propiedad no es completa, 
no llena sus fines sino se puede disponer de ella jjo?* 
actos entre vivos ó jyor disposición de última volun- 
tad. Luego el derecho de testar está comprendido en 
el de usar y disponer de su propiedad por todos los 
habitantes de la Nación, y la Constitución no necesitaba, 
según puede suponerse á prima facie^ designarlo de u na 
manera espresa. 

Daré las razones que los Constituyentes tuvieron en 
vista para proceder en esta forma. 

La condición civil del estranjero no ha sido siempre 
en nuestro país, la que hoy le acuerda la Constitución 
Nacional. 

Antes de nuestra emancipación, convenia á la política 
aloptiida por los Reyes de Espaíia para sus colonias, 
mantenerlas en el aislamiento mas completo, impidién- 
doles todo trato ó comunicación con las naciones es- 
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traflas . Nuestro comercio no podia hacerse sino con la 
madre patria. Así, bajo esta lejislacion atrasada, la 
condición del estranjero era muy precaria. Se le 
consideraba como enemigo. 

Producida la emancipación, la condición del estranje- 
ro mejoró como era natural de una manera notable, — 
apesar de que no se encuentra en la lejislacion de 
aquella época, ninguna disposición en la que se trate 
de ellos especialmente. Recien en el estatuto provi- 
sional, que se dictó en 181S, ala caida del Directorio, 
se encuentra la declaración siguiente: « Los derechos de 
« los habitantes del estado, son: la vida, la fama, la 
« libertad, la igualdad, la propiedad y la seguridad. 
<c Todo hombre gozará de estos seis derechos en el ter- 
« ri torio del Estado, sea americano ó estranjero, sea 
« ciudadano ó nó ». 

Poco se adelantó después de esta declaración, en las 
Constituciones que se dictaron posteriormente. 

Se hicieron concesiones parciales, como las que tu- 
vieron lugar á favor de los Ingleses por el tratado de 
182S, que los autorizaba para adquirir cualquier clase 
de bienes raices, ya fuese por compra^ donación, lega- 
do ó herencia y para profesar libremente su culto, 
pero no se dictó ninguna disposición de carácter general. 

La Constitución de 18o3 que comprendiala necesidad, 
la importancia vital que tiene para estos paises la po- 
blación, procuró por todos los medios posibles atraer al 
estranjero. Trató en consecuencia de rodearle de toda 
clase de garantías y le acordó las mismas ventajas que 
acordaba al ciudadano . 
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Principió declarando en su hermoso, preámbulo, que 
todas las garantías, todas las libertades que se acuerdan 
por ella, no se limitan únicamente á los hijos de este 
suelo, sino que se estienden á todos los hombres del 
mundo que quieran venir á habitarlo. 

Hizo enseguida las declaraciones que he transcritp 
mas arriba, reconociéndoles todos los derechos civiles, 
sin restricción de ninguna clase — y creyó conveniente 
enumerar espresamente en lo que á ellos se referia, el 
derecho de testar, para que se entendiera que la Repú- 
blica no se reservaba el derecho de albinagio, (droit 
d'aubaine) que impera aun ^i Estados Unidos y en 
muchas otras naciones civilizadas. 

Tor último, por el artículo 2o prescribió al Gobierno 
Federal como uno de sus deberes primordiales, el fo- 
mento de la inmigración europea, agregando que no 
podria restringir, hmitar, ni gravar con impuesto alguno, 
en el territorio argentino la entrada do los estranjeros 
que traigan por objeto labrar la tierra, mejorar las in- 
dustrias é introducir y enseñar las ciencias y las artes. 
Y finalmente dio facilidades á la naturalización del 
estranjero. 

Vemos pues que la Constitución no creyó bastantes 
las declaraciones de doreclios generales que compren- 
dían á ciudadanos y estranjeros, siiió que juzgó además 
conveniente enumerarlos de una manera espresa. De 
manera que, aun cuando por el artículo 14, acordaba el 
derecho de usar y disponer de su propiedad á los ha- 
bitantes de la Nación, creyó conveniente consignarlo 
especialmente en el artículo 20. 
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Tratándose de los ciudadanos, esta designación no te- 
nía objeto, puesto que se habian encontrado siempre 
en posesión de este derecho, el que quedaba además 
perfectamente garantido por el artículo 14. 

No hay pues razón para pretender sacar un argumento 
especial del artículo 20. Todo lo que por él se acuerda 
de una manera especial á losestranjeros, está consignado 
en términos generales en el artículo 14. 

Dejando esto establecido , podemos preguntamos 
ahora : ¿ En qué ataca la libertad de testar el impuesto 
sancionado por la ley de educación? 

Sostener que un impuesto como el que nos ocupa, 
conculca esta libertad, seria lo mismo que negar todas 
las libertades que la Constitución garante, porque casi 
no hay un derecho de los que ella reconoce, cuyo ejerci- 
cio no sea gravado con un impuesto. 

Desde el momento que el impuesto no ponga trabas á 
la libre manifestación de la voluntad por parte del testa- 
dor, desde que no destruya su voluntad manifiesta, no 
podrá decirse que ataca el derecho que tiene para dispo- 
ner de sus bienes. 

Esteimpüestoálas sucesiones no es nuevo, por otra 
parte — Ha existido siempre unido al mas amplio derecho 
de testar y existe actualmente en muchos países ; sub- 
siste en Inglaterra, donde la libertad de testar no ha sido 
limitada como entre nosotros, teniendo en vista los vín- 
culos de sangre^ el deseo de fomentar los sentimientos de 
familia y la necesidad de concluir con los mayorazgos, 
los fideicomisos y el sistema de vinculaciones pias, en el 
interés de la riqueza pública. 
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Ha existido también entre nosotros por. disposición 
de las leyes españolas y por una disposición patria del 
año 1812, hasta que fué abolido por una ley de la Legis- 
latura de 13 de Junio de 1855. 

Las razones que se tuvieron presentes para esta dero- 
gación se encuentran en el Diario de Sesiones de la Cá- 
mara de Diputados de la Provincia, en la sesión de 14 de 
Mayo del mismo año ; razones que no puedo considerar 
fundamentales por mas que respete la ilustración que 
distinguia al miembro informante de la Comisión de 
Lejislacion, que fundó el dictamen. 

Se adujo, en resumen, que : « La facultad de disponer 
» de sus bienes por última voluntad, es una de las rega- 
» lías que halaga mas al hombre, es inherente al dere- 
» cho de propiedad. Que por nuestra lejislacion puede 
» el hombre disponer de sus bienes libremente por últi- 
» ma voluntad, sin mas limitación que la lejítimamente 
» acordada á los descendientes, etc.; que fuera de estos 
» casos el hombre es libre para dar sus bienes á las per- 
D sonas de su elección ; que el derecho fiscal es en con- 
D secuencia una contradicción de estas disposiciones^ 
» es una lejítima forzosa establecida á favor del 
D Fisco j>. 

Es de todo punto inexacto que estas leyes ataquen la 
libertad del testador, como lo he adelantado ya. 

El tpstador consuma su acto de hberalidad ó benefi- 
cencia y el impuesto no grava el haber del testador, sino 
el haber del heredero. 

Según nuestro Código los derechos se trasmiten desde 
el momento de la muerte del autor de la sucesión. 



Digitized by 



Google 



— 33 — 

Desde ese momento los bienes ingresan al patrimonio 
fiel heredero, y es á este y no al ájente del derecho de 
testar, á qnien la ley lo grava en. el beneficio que recibe. 

El derecho de testar no está puesrestrinjido desde que 
la liberalidad queda consumada y la herencia se recibe 
á condición de pagar este impuesto, como se paga el de 
sellos, el de almoneda y en ñn todos aquellos que han 
tenido sanción en el Estado. 

Decir, como se deciaen la Legislatura, que el derecho 
fiscal es una lejítima forzosa establecida en favor del 
Fisco, es otra inexactitud manifiesta. En efecto, este ar- 
gumento nos lleva lójicamente á conclusiones lamen- 
tables. 

Si el Fisco, ó la Dirección de Escuelas, en este caso, 
es un heredero forzoso, el Fisco seria un socio forzoso en 
toda industria ó ramo de comercio, porque percibe el 
impuesto de patentes, y así en todos los casos en que 
percibe una contribución. 

No hay tampoco razón para sostener que el impuesto 
de educación sea violatorio del derecho de propiedad 
consagrado por la Constitución. 

Los artículos 14 y 17 contienen una serie de disposi- 
ciones destinadas todas á resguardarla de cualquier 
avance que pudiera intentarse. 

¿ Pudiera decirse que el derecho de propiedad está 
violado, que los artículos de la Constitución son letra 
muerta, por los impuestos que pesan sobre ella? 

Nó, ciertamente, porque los impuestos son precisa- 
méate para protejerla, siempre que no dejeneren en una 
espoliacion . 
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Las contribuciones son el gasto mas precioso del hom- 
bre en la sociedad, porque ellas están destinadas á pro*- 
porcionarle todas estas grandes ventajas que la Constitu- 
ción consagra, y que de otra manera no podría conse- 
guir. 

Pero si el impuesto sancionado por la ley de educa- 
ción, fuera atentatorio del derecho de propiedad, lo mis- 
mo podría decirse de todos los demás impuestos. 

La Constitución no garante acaso la Hbertad de indas- 
tria? Y sin embargo existe la patente industrial impuesta 
por el Estado, y nadie ha pensado que esta contribución, 
importe un atentado A esa libertad. 

El articulo 16 de la Constitución establece que la 
igualdad es la base del impuesto y esta igualdad de que 
habla la Constitución, ha sido respetada en el impuesto 
de que tratamos. 

La Carta Fundamental entiende al establecer la igual- 
dad como base de todo impuesto, que esta igualdad es la 
igualdad política y social y no la económica. Todos son 
iguales ante la ley, y todos en consecuencia deben contri- 
buir en proporción de sus recursos á los gastos que el 
sostenimiento del Gobierno demande. 

La ley de educación, no exonera á nadie del impuesto. 
Deben satisfacerlo tanto el rico como el pobre, en una 
palabra todos los que se encuentren en las condiciones 
que en ella se determinan. 

Hamilton, tratando déla calificación de los impuestos, 
demuestra que el objeto de su inversión no es una facul- 
tad, ni un derecho distinto del impuesto mismo, sino 
al contrario es su propia calificación. 
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Y si tal es la iraportancia que se atribuye al objeto del 
impuesto, ¿ puede presentarse uno mas justificado que 
el que nos ocupa ? 

La Constitución reposa sobre la aptitud colectiva del 
pueblo, llamado á realizar el gobierno que ella ha esta- 
blecido. Esta es una verdad incontrovertible en todos 
los países rejidos por el sistema representativo republi- 
cano federal, donde la composición de los altos poderes 
públicos tiene su primer oríjen en el sufragio po- 
pular. 

Hay así un interés su[»remo para la Nación, en que 
la educación desenvuelva en el pueblo la aptitud para el 
ejercicio de sus derechos y para la práctica de sus debe- 
res, y es por esto que la Constitución, en su artículo 5^ 
la impone á las Provincias como un mandnto imperativo, 
conjuntamente con el que les ordena la organización de 
su réjimen municipal, que es la baso y el fundamento de 
la vida orgánica de las localidades. 

¿Se puede entonces sostener que la Legislatura de la 
Provincia de Buenos Aires, ataca libertades, desconoce 
derechos y viola principios reconocidos, cuando esta- 
blece un impuesto semejante , cumpliendo preceptos 
constitucionales y sancionando leyes que tienen por ob- 
jeto hacer prácticas esas mismas instituciones que se di- 
cen conculcadas ? 

¿Qué serian esas mismas instituciones, sin la aptitud 
necesaria por parte del pueblo, para realizarlas por su 
ejercicio consciente? 

Un notable hombre de estado^ lo decia hace muy 
poco — Lo que era la República Romana en sus últimos 
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tiempos, todas las formas se llenaban, ningmia de 
ellas fué alterada, se seguía gobernando con la forma 
republicana, pero faltaba el espíritu, la realidad. 



Miguel Serondo. 

V«»>— Estrada. 
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